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Señores 
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Referencia. - 

Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: GABRIEL ALFONSO GARCÍA BRUNAL 

Accionada: Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

 

 

ASUNTO: CORRECCIÓN ACCIÓN DE TUTELA 

 

GABRIEL ALFONSO GARCÍA BRUNAL, identificado como aparece al pie de mi firma 
y obrando en nombre propio, instauro Acción de Tutela contra la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” (en adelante: la escuela, la accionada o la entidad accionada); 
para lo cual, solicito se ampare mi derecho fundamental al derecho de petición, 
debido proceso administrativo, confianza legitima, buena fe, el acceso a cargos 
públicos, igualdad y los demás que usted encuentre vulnerados.  
 

 

1. Que exista una vocación aparente de viabilidad.  

 
En este caso me permito precisar que permiten inferir una posible afectación de mis 
derechos ya que:  
 
a) Superé el puntaje mínimo requerido para aprobar las pruebas de conocimientos y 
aptitudes realizadas y así avanzar a la siguiente etapa del concurso de méritos. 
Obteniendo un primer resultado de 801 punto.  
 
b) Realicé la subfase general del IX curso de formación judicial.  
 
c) Se pone en controversia el hecho de que la accionada se ha apartado del Acuerdo 
Pedagógico que rige el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a 
cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en todas las especialidades, 
Promoción 2020-2021” y del Documento maestro del IX Curso de Formación Judicial 
al incurrir en conductas como: 
 
Lo que implica que la accionada incumplió los parámetro o criterios de evaluación, 
entre otros:  
 



-No valorar la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica 
judicial ni buscar el desarrollo de competencias sobre la función judicial, la 
interpretación de textos jurídicos y la lógica del razonamiento para la solución 
de problemas jurídicos, previstas para la actividad objeto de evaluación de la 
subfase general, denominada “taller virtual”. Esto lo mostraré con los argumentos que 
desarrollaré más adelante y soportes que aporto con esta acción constitucional. 
 
-Incluir dentro de los temas objeto de evaluación, aspectos que abiertamente había 
informado no será objeto de evaluación. Frente a ello, se precisa que en múltiples 
escenarios la accionada nos informó que sólo evaluaría las denominadas lecturas 
obligatorias, mismas que consistían en rangos específicos de lectura de la 
denominada “BIBLIOGRAFÍA DE OBLIGATORIA CONSULTA”, incluida en los 
Syllabus suministrados al inicio de cada módulo. Esto último se reiteró en la parte 
motiva de la Resolución N. EJR24-729, dónde la accionada indicó: “…es preciso 
destacar que el proceso de diseño y formulación de las preguntas se llevó a cabo de 
manera rigurosa, basándose en las lecturas obligatorias correspondientes a la 
Subfase general.” 
 
Pues bien, la realidad es que existen múltiples preguntas que fueron calificadas sin 
tener en cuenta la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica judicial 
ni el desarrollo de competencias sobre la función judicial, ni la interpretación de textos 
jurídicos ni la lógica del razonamiento para la solución de problemas jurídicos ni los 
rangos de lecturas obligatorias 
 
e) La accionada no se pronunció congruentemente sobre los argumentos puntuales 
que planteé en el recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase general 
del IX curso de formación judicial. Esto se evidencia al comparar los argumentos 
planteados en el recurso y lo indicado por la accionada la Resolución N. EJR24-729. 
Situación que tiene explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia Artificial 
(IA) para resolver mi recurso, ello se salta a la vista al revisar dicha resolución, dónde 
quedaron rastros del uso de dicha tecnología y de las instrucciones que se le dieron a 
la IA: 
 
Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de IA, sino los evidentes 
parámetros sugestivos con el que fue manipulada la tecnología para dar apariencia de 
legalidad a la actuación surtida. Pues lastimosamente se muestra que la instrucción 
dada a la IA fue que se enfocara en respaldar post-hoc las respuestas consideradas 
como acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y procedencia de 
las objeciones propuestas. 
 
Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, 
de la IA Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la bandera de 
Colombia, responde: 
 



 
 
Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede presentar resultados discriminatorios 

o sesgados, según las indicaciones que se le den, véase lo que sucede cuando se le da una 

instrucción errada: 
 

 
 

Lo anterior, evidencia que el análisis realizado por la accionada con apoyo en una IA, 
con el que la Escuela buscó respaldar respuestas anteriores y no estudiar 
objetivamente los argumentos propuesto, termina impactando la esencia del recurso 
como medio de protección, pues tal actuación implica una clara y notoria en una vía 
de hecho, que transforma el recurso en un mero formalismo. 
 
Es decir, el uso de IA con parámetros sugestivos para resolver el recurso —como los 
que se dieron a la IA utilizada por la accionada—, vulnera el debido proceso y el 
derecho de defensa, pues impedir una verdadera valoración de los argumentos de 
impugnación y convertir el recurso de reposición en un trámite formal sin análisis real 
de fondo. 
 
Afectando con ello, la transparencia del procedimiento administrativo, pues se usó una 
de IA para dirigir la generación de respuestas o resultados específicos –prompt-, sólo 
dio apariencia de perfección y legalidad al examen del curso de formación judicial, más 
no atendió en debida forma lo planteado. 
 



A tono con la gravedad de lo expuesto, la Corte Constitucional, en providencia en la 
Sentencia T-323 de 20241, estableció como límites y reglas para que el juez natural 
fuese siempre humano, no máquina, sin importar la complejidad del caso2. Providencia 
es la que se expusieron los siguientes criterios: 
 

“…[E]l uso de la IA en el sistema judicial para los ámbitos de gestión 
administrativa y documental, así como el de apoyo a la gestión judicial y la 
corrección y síntesis de largos textos, no comporta una transgresión a la 
garantía del juez natural pues, en tales eventos, la utilización de estas 
tecnologías no remplaza la labor esencial que se le ha atribuido al 
funcionario judicial, consistente en conocer y resolver de fondo el asunto 
para el cual fue investido de competencia. Lo anterior se cumple, siempre y 
cuando no se involucre una labor de creación de contenido ni interpretación 
de hechos o pruebas y, mucho menos, la solución de casos, y siempre y 
cuando haya una supervisión posterior por parte de algún funcionario o 
empleado de la Rama Judicial. 

 222. De esta forma, es de especial importancia que cuando el juez natural 
haga uso de herramientas de IA, para las funciones anteriormente definidas, 
se cumpla con los criterios de (i) responsabilidad, (ii) guarda del principio de 
legalidad y (iii) idoneidad. Además, no sobra advertir que tratándose de una 
materia que se caracteriza por un desarrollo permanente y veloz, la 
pertinencia de estas consideraciones debe valorarse en el tiempo, según la 
evolución que se produzca en los ámbitos de regulación normativa y, por 
supuesto, en el tecnológico.” (Subrayas fuera del texto original) 

 
Es decir, la Corte habilitó el uso de la IA la misma para labores que no implicaran 
creación de contenido ni interpretación de hechos o pruebas ni solución de casos. 
Reglas que evidentemente son desconocidas por la Escuela Judicial en la respuesta 
a los recursos interpuestos, conforme el rastro que de ello quedó la página 97 de la 
Resolución N. EJR24-729.  
 
 

 

 
2. Que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales 

por la demora en el tiempo “periculum in mora”.  

 
Atendiendo a las fechas fijadas en el cronograma del IX curso de formación judicial, la 
subfase especializada comenzó este sábado 16 de noviembre de 2024. Por lo tanto, 
estamos frente a un perjuicio irremediable, toda vez que esperar aproximadamente 10 
meses para una admisión de medida cautelar, me pondría en una condición de 
absoluta orfandad frente a mis compañeros discentes. 

                                                             
1 Ver https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm  
2 Producto de los dispuesto en la sentencia T-323 de 2024, el Consejo Superior de la Judicatura, emitió el siguiente un protocolo, 

el que puede consultarse en: 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-

1b04f398bf68?t=1727383419804  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804


 
El perjuicio derivado de no acoger la solicitud de subsidiaria de incluirme en la fase 
especializada del IX curso hasta que el Juez Administrativo estudie la medida cautelar 
de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que promoveré dentro de los 
cuatro meses siguiente, por tanto solicito la misma se mantenga hasta que el Juez 
Natural de conocimiento una vez presentada mi demanda en forma oportuna, se 
pronuncia si mantiene o revoca la medida, se materializa en la inminencia de 
ocurrencia, ya que la subfase especializada inició. Por lo tanto, esperar a que se 
profiera la medida en la admisión al medio control se tornaría ineficaz por haberse 
proferido después de tiempo al haberse consumado el daño. 
 
 
 3. Que la acción de tutela no resulte desproporcionada:  

 
El amparo Constitucional no es desproporcionado, toda vez que existe una apariencia 
de buen derecho, la Escuela ha vulnerado sistemáticamente los derechos 
fundamentales de los discentes y es la única forma de evitar un perjuicio irremediable 
al suscrito. 
 
Además, la medida especial pedida no resulta onerosa para la autoridad accionada, 
dado que ya tiene contratada la subfase especializada para la totalidad de los 
discentes que iniciamos la subfase general; es decir, para incluirme provisionalmente 
en la subfase especializada, la accionada no tiene que realizar una contratación 
diferente a la existente ni un desembolso o afectación presupuestal distinto a lo ya 
previsto. 
 
Prueba de ello es el documento contractual de las obligaciones entre la EJLB y la UT 
encargada de desarrollar el IX Curso en el que se establece la siguiente obligación en 
concreto a cargo de la la UT  
 



 
 
En su página 19, el caul puede consultar en el siguiente link: 

https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing  

 
Los datos de la relación contractual se pueden consultar acá: 

https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=htt

ps%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fInde

x%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse  
 

 
 

Advierto que quienes pasaron el examen de conocimiento fueron aproximadamente 3800 de 

43.000 concursantes de esos 3800 aproximadamente 3010 se inscribieron en el IX curso, si 
la contratación está obligada a 3459 beneficiarios y en la actualidad son beneficiarios de del 

IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir que mi inclusión transitoria en 

el IX curso no afecta fiscalmente a la entidad.  

https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


 
 

La presente acción, también los fundo en los siguientes: 

 

HECHOS 

 

1. El pasado 24 de junio del año en curso, la ESCUELA JUDICIAL RODRIGO 

LARA BONILLA, notificó la RESOLUCION No. EJR24-298 (21 de junio de 2024) 

“Por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX 

Curso de Formación Judicial Inicial’’, dentro de la cual se me informó había 

reprobado. 

 

2. En dicho acto administrativo, dentro de su parte considerativa, más no 

resolutiva señala: 

 

3. Contra dicho acto, el suscrito formuló recurso de reposición de forma oportuna. 

Sin embargo-, como quiera que la accionada, con anterioridad al fenecimiento 

de dicho término, NO INFORMÓ, de forma clara y concreta, cuál era el 

contenido de las aludidas P35, P50, P143, P295 y P275, consideré que no 

existían garantías, pues formular un recurso de reposición a ciegas, no 

resulta dable, menos frente a una entidad, que se presume debe garantizar 

derechos fundamentales, en tanto, adscrita al aparato administrador de 

justicia. 

 



4. Es así, como el Juzgado 29 Penal del Circuito de Medellín, para que se me 

responda de fondo esa petición, la cual luego de múltiples impedimentos y 

nulidad transita en segunda instancia en el Tribunal Superior de dicho Distrito. 

 

 

5. La EJRLB junto a “su aliado estratégico la UT Formación Judicial 2019” no 

tenía, ni tienen una matriz de respuestas claras y sólidas, bien fundamentadas, 

porque en cada una de las preguntas objetadas en el examen del IX curso de 

formación judicial, debió sacar a relucir el análisis que previamente se hizo 

sobre cada pregunta por los "expertos". Ese tal documento no existe y si debió 

hacerse previo a la aplicación del examen. 

 

6. En derecho de petición del 25 de octubre presente estas dos peticiones las 

cuales siguen aún sin resolverse de forma pertinente y de fondo: 

 

La primera”-En ese orden de ideas, solicito que se aclare cuál de las 2 

preguntas, o si en efecto, las 2 preguntas, tienen dificultades en su 

estructuración y validez.  

 

La segunda -Ante tal ambigüedad, e inducción en error a los discentes, se deje 

sin efectos la resolución RESOLUCION No. EJR24-298 (21 de junio de 2024) 

“Por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX 

Curso de Formación Judicial Inicial’’, para en su lugar, efectuar una nueva 

publicación con las aclaraciones respecto de la pregunta P35, y así garantizar 

el debido proceso de los recurrentes”. 

 

7 El pasado viernes, 8 de noviembre, fue notificada la Resolución No. EJR24-

729, por medio de la cual, se efectuó un deficiente análisis de mis objeciones, 

pero más que eso, me encuentro con que mi recurso no fue resuelto de forma 

completa, pues los reparos formulados dentro del término no fueron tenidos en 

cuenta por la IA que utilizaron para recalificar el examen.  

 

Sea del caso, que previo a la formulación de esa acción constitucional, y en 

aras de los principios de lealtad entre las partes, celeridad y economía procesal, 

solicité a la accionada, su complementación, (la cual anexo): 

 

Es decir, no hay ánimo de solucionar los defectos advertidos.  

 

Afectaciones serias al debido proceso y al núcleo duro y central de mis 

derechos fundamentales: 

 



Argumentos 

 

1) El cambio intempestivo fue de evaluaciones parciales a acumulada, de presencial 

virtual a virtual en casa, la introducción de Klarway.plataforma que no cumplía con la 

idoneidad y calidad requerida para una prueba virtual de tamaña importancia, en lo 

particular me vi afectado por casi media hora de bloqueo en el ingreso a la prueba por 

fallas en la plataforma y pese a múltiples quejas, no existió un protocolo real y 

trasparente para solucionar inconvenientes y fluctuaciones en el programa, es decir 

no se garantizó un canal idóneo durante la prueba para comunicar y resolver las fallas, 

la EJRLB excusándose en “su aliado estratégico la UT Temporal 2019“ no asumió las 

fallas, solo culpó irresponsablemente a los equipos de pc de los discente, imponiendo 

una carga injusta, desoyendo principios como la carga dinámica de la prueba, nunca 

se me repuso ese tiempo de menos en la realización del examen, sumado a las 

consecuencias de esa tardanza en iniciar la prueba, en la concentración, rendimiento 

de los discentes y perjuicios en el desarrollo de la misma. 

 2) No se ha efectuado una motivación que cumpla con los requisitos de idoneidad, 

pertinencia y conducencia, resolviendo de fondo las inconformidades planteadas en 

mi recurso de reposición y en la posterior solicitud de aclaración y complementación 

los cuales se adjuntan motivos para no conceder los puntos de las preguntas por mi 

objetadas y al igual que los motivos que se dieron tienen evidencia de uso de IA no 

verificado, la U.T uso IA para resolver los recursos, sin manifestarlo a los interesados, 

incumpliendo de esta manera con el ABC  Sentencia T-323 de 2024 que regula 

Jurisprudencialmente el uso de esta herramienta ( el cual se adjunta) , Violando la 

EJRLB nuevamente el núcleo básico de mis derechos fundamentales y perpetuando 

así la afectación al debido proceso Administrativo. DERECHO AL DEBIDO 

PROCESO-Criterios orientadores para el adecuado uso de la inteligencia artificial 

(IA).https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm 

3) Incumplimiento del Acuerdo Pedagógico y del Syllabus los cuales modificaron sin 

notificar a los discentes (en el dictamen especializado que adjunto lo explico y pruebo) 

4) No repusieron si no que recalificaron de forma disfrazada, afectando con este hecho 

el debido proceso y el deber de motivar los actos administrativos que afecten a los 

ciudadanos, por lo que la defensa frente a la calificación no se ha ejercido, no solo 

porque frente a la primera calificación no se nos dieron medio de pruebas. Y frente a 

la segunda recalificación no motivaron debidamente las decisiones. A manera de 

ejemplo en la hoja 143 de la EJR24.729 señala la EJRLB: “En ese mismo sentido, 

se precisa que no serán objeto de pronunciamiento las preguntas que se hayan 

puntuado y se hayan tomado como marcadas correctamente para el recurrente.” 

Sino porque aceptar que hubo recalificación y no reposición debemos profundizar en 

esto pues una grave afectación a la transparencia y al debido proceso, advierto que 

en la tutela pretendo la expedición de un acto administrativo conforme a la pretensión 

segunda de la presente acción de tutela o en su defecto esta se torne en un 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm


mecanismo transitorio eficiente de inclusión en el IX curso en tanto someto el conflicto 

a la Justicia Contenciosa.  

 

Señor Juez Usando la herramienta, copilot. Con el ánimo de no satanizar el uso de la 

tecnología, sino el uso razonado y garantizando el principio de transparencia, 

responsabilidad, publicidad, hacia una justicia confiable, y digital. Pese a lo 

aparentemente coherente o no de los resultados, debe mostrarse no solo este, sino 

los pros o preguntas que se le hicieron para demostrar de esta forma que no hubo 

sesgo y que se garantizó siempre el debido proceso. 

Amanera de ejemplo:  para ilustrar lo anterior: es importante tener en cuenta la 

diferencia entre RECALIFICACION y RESOLVER REPOSICIÓN, 

 

Recalificación 

Definición: La recalificación es el proceso mediante el cual se revisa y, si es necesario, se modifica una 

calificación previamente otorgada. Esto puede ocurrir cuando se detectan errores en la evaluación 

inicial o cuando se presentan nuevas evidencias que justifican un cambio en la calificación. 

Procedimiento: Generalmente, la recalificación se solicita directamente al evaluador o al comité de 

evaluación que otorgó la calificación original. Este proceso puede implicar una revisión detallada de los 

criterios de evaluación y de las respuestas del estudiante. 

Resultado: Puede resultar en una calificación modificada (ya sea aumentada o disminuida) o en la 

confirmación de la calificación original. 

Recurso de Reposición 

Definición: El recurso de reposición es un medio administrativo que permite impugnar una calificación 

o decisión administrativa ante el mismo órgano que la emitió. Es una forma de solicitar una revisión de 

la decisión sin necesidad de acudir a instancias judiciales1. 

Procedimiento: Se presenta un escrito formal al órgano que emitió la calificación, exponiendo los 

motivos por los cuales se considera que la calificación es incorrecta y solicitando su revisión. Este 

recurso debe ser resuelto por el mismo órgano que dictó la calificación original2. 

Resultado: El órgano puede decidir mantener la calificación original, modificarla o anularla. Si el recurso 

es desestimado, el interesado aún puede recurrir a instancias superiores o judiciales2. 

En resumen, la recalificación es una revisión directa de la calificación por parte del evaluador, mientras 

que el recurso de reposición es un procedimiento administrativo formal para impugnar la calificación 

ante el mismo órgano que la emitió. 

 

En la resolución EJR24-729, al usar IA, según la Sentencia T 323-2024 “no se 

cumplieron a cabalidad los principios de transparencia y responsabilidad. Frente al 

principio de transparencia, porque la exposición que hizo el juez respecto del uso de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm


la herramienta fue apenas parcial, ya que el deber no se agota con la simple 

manifestación de que se usó la herramienta y la transcripción de las preguntas y 

respuestas obtenidas, como se verá más adelante. En relación con el principio de 

responsabilidad, el juez corrió el riesgo de faltar a la veracidad de la información, dado 

que incluyó en su fallo datos suministrados por la aplicación de IA que no eran del todo 

precisos. Además, las preguntas realizadas por el juez a la herramienta iban 

encaminadas a la posible resolución del caso y pareciera no haber un contexto inicial 

para consultarle a la IA, lo cual es fundamental, teniendo en cuenta que esta es una 

herramienta que no se especializa en aplicación del derecho colombiano.  

En cambio, el principio de privacidad sí se cumplió, porque el juez no introdujo datos 

personales de las partes involucradas en la disputa en la herramienta de ChatGPT”. 

Sea del caso, hacer especial énfasis, en que resolver de fondo por orden judicial, 

no es resolver “a las patadas”, y en todo caso, hacer uso irresponsable de IA sin 

cumplir con el estándar éticos, de trasparencia y las garantías al debido proceso, 

como ya se evidenció en otros asuntos, a lo largo del curso. 

 

A manera de ejemplo mas no limitándome solo a ellas, pues en mi recurso y en el 

dictamen que acompaña esta acción, se observan muchísimas más fallas gravísimas 

en la prueba de la fase general del curso de formación, su señoría pues lo mismo pasa 

con muchísimas preguntas, en mi caso con esos 1.25 que vale cada una de esas 

respuestas (solo enuncie tres 3 a manera de ejemplo al estudiar mi recurso y el 

dictamen se observa las graves falla del examen) obtendría 3.75 que redondeado 

sumaría a mis 798, para dar un total de 802 puntos con los cuales pasaría a aprobado 

la fase general del IX curso de formación judicial: 

 

-Dentro del examen formulado a la totalidad de discentes, se nos indagó: 

Pregunta 71. Extension de jurisprudencia 

Frente a dicha pregunta, formulé la siguiente objeción: 

 

Sesión: a.m. del 19 de mayo 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia     

Número de ítem: 71 



Reconstrucción del ítem  

Contexto/ Enunciado 

Al hablar de la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las 

autoridades, cuando se pide que evidencie que el peticionario se encuentra en la misma situación de 

hecho y de derecho en la que se encontraba el demandante al cual se le reconoció el derecho en la 

sentencia de unificación invocada. se refiere 

 

Distractores 
al petitorio. 

a la sentencia de unificación invocada   

a las pruebas. 

 

Clave 

a la Justificación Razonada 

Incumplimiento de criterios comunicativos 
Los distractores y la clave contienen errores de ortografía (incorrecto uso de mayúsculas) que 

entorpecen la lectura y se cometió un error de puntuación al ubicar punto seguido antes de “se 

refiere”.  Lo anterior, aunado al hecho de que la clave es sospechosamente sencilla de hallar, implica 

una carga cognitiva mayor al receptor. Además, la estructura del ítem es deficiente. Ello es debido a 

que contexto y enunciado están fusionados en una oración de extensión relativamente corta. Esto 

brinda una pobre contextualización y confunde al dicente. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de 

contenido 
Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite afirmar, sin 

lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se ha visto y se verá, el hecho 

de que se use una fuente de información de calidad dudosa lo hace incoherente con el syllabus y poco 

relevante en relación con la competencia que se pretende medir3. Además, el ítem es limitado y no 

proporciona un contexto amplio que permita a los evaluados comprender plenamente el principio en 

discusión. Además, la formulación de los distractores no presenta opciones mutuamente excluyentes 

ni equitativas, lo que afecta la validez de la evaluación. Adicionalmente, el ítem es de naturaleza 

memorística. 

Fuente de información 
No se especifica la fuente y no fue posible establecer su origen. Es necesario que se cuente con una 

fuente que provenga del material asignado por el syllabus. De otro modo, el dicente se verá obligado 

                                                             
3 Syllabus interpretación judicial y estructura de la sentencia. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 5. 

“Competencia específica: Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de interpretación judicial, 
necesarios para un razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función judicial”. 



a realizar un ejercicio intelectual en donde abundaría la indeterminación. Además, en esta clase de 

ítems, es importante contar con fuentes fiables de literatura o doctrina reconocida y actualizada. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 
La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple con los 

siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con el acuerdo 

en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta calidad para los 

aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoren las decisiones judiciales, iii) 

proveer contenidos digitales con rigor e impacto académico4. 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de una 

referencia vaga y no perteneciente al texto de consulta da lugar a imprecisiones de referencia 

respecto del uso de las categorías y conceptos, dado que se presentan de forma errada y si 

rigor académico. 

Respuestas posibles  
Dadas las condiciones negativas del texto ya explicadas, el efecto frente a las posibles respuestas 

implica una conducción a interpretaciones caóticas y erróneas, lo que podría configurar ambigüedad 

por falta de rigor y clarificación semántica. Por otro lado, no se concluye que, de la reconstrucción de 

un argumento, se va a evaluar el argumento, lo cual también entra en el campo de la tautología. 

Pretensiones sobre el ítem 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con su validez 

y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y 

jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 71 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del instrumento de 

evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se me 

recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética y 

proporcionalmente a mi puntaje global.  

 
Sin embargo, de forma MÁGICA, al parecer fruto de un análisis NO HUMANO, para 

resolver dicha objeción, se me informa: 

                                                             
4 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que 
regirá el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la 
República en todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 



 

 

Pues hace referencia, al contenido de la SU 611 de 2017, que no enmarcaba o 

contextualizaba, la pregunta tal y como fue formulada. 

 

Otro ejemplo: Pero este con doble clave 

 

Sesión: p.m. del 19 de mayo 

Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria     

Número de ítem: 48 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

Para Kalinowski “los razonamientos normativos, por su lado, pueden tener lugar en el plano 

de la elaboración, de la interpretación o de la aplicación del derecho. En concreto, en el plano 

de la interpretación del derecho se utilizan tanto argumentos extralógicos, que se basan en 

medios puramente jurídicos…, como argumentos paralógicos, que se basan en técnicas 

retóricas… y argumentos lógicos, que se basan en la lógica formal propiamente dicha” 

(Atienza, 2005, pág. 28) 

Enunciado 

Teniendo en cuenta el texto anterior, NO es un argumento paralógico 

 

Distractores 

el argumento por subjecta materia. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/su611-17.htm


el argumento de sentido general. 

el argumento de estricta razón legal. 

 

Clave 

el argumento de autoridad. 

Incumplimiento de criterios comunicativos 

Para comenzar, se introduce una cita descontextualizada del profesor Atienza. Se dice que 

descontextualizada porque, si bien se afirma que Atienza está citando a Kalinowski, no se deja 

claro que esa no es la postura de Atienza. Sin esta información, se apelaría a la memoria del 

evaluado para que recuerde ese fragmento particular.      

Por otra parte, el enunciado no es coherente en absoluto con el contexto. De hecho, cae en 

la falacia del falso dilema, dado que su afirmación implica que el texto está estableciendo una 

categorización tajante y definitiva.  

     

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Como se verá, en 

relación con su coherencia y relevancia, se evidencian problemas en el sentido que, tanto la 

forma como el contenido, permiten evidenciar la falta de comprensión del tema objeto de 

evaluación por parte de los constructores de ítems. De hecho, lo que se presenta constituye 

una cita de una cita, y se tergiversa enormemente.   

Fuente de información 

La fuente de información es confiable y está dentro de las obligatorias. Sin embargo, como ya 

se dijo, esa postura no es la de Atienza. En esta medida, es clara la falta de comprensión del 

desarrollo histórico de los conceptos por parte del constructor de ítems. Pareciese que, al azar, 

se seleccionase un párrafo para formular un enunciado de manera totalmente antihistórica, 

antiacadémica y antirigurosa.    

   

Análisis de contenido 

De nuevo, el mayor reproche de contenido para este ítem tiene que ver con no distinguir la 

postura de Atienza de la de los autores objeto de cita, con consecuencias graves en términos 

de comprensión y cargas cognitivas. Por demás, no tiene sentido la oposición que se 

establece entre argumento paralógico y argumento de autoridad.       

Respuestas posibles  

Dadas las argumentaciones anteriores, no es dable asumir o inferir respuestas posibles sin 

que la tarea cognitiva resulte irrelevante para el proceso de evaluación. En esta medida, 

ninguna respuesta es medianamente plausible o razonable.  

Pretensiones sobre el ítem 



Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 48 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria: 

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

Una vez más de forma MÁGICA, al parecer fruto de un análisis IA NO HUMANO, para 

resolver dicha objeción, se me informa: 

 

 
PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

 específicos de la teoría de la argumentación jurídica, exigiendo a los aspirantes aplicar 
habilidades críticas y analíticas. Su formulación es clara y las opciones están bien 
diferenciadas. La base en la literatura recomendada la convierte en un instrumento válido y 
confiable para evaluar las competencias requeridas en aspirantes a jueces y magistrados. 
La pregunta logra evaluar no solo el conocimiento teórico, sino también la capacidad de 
interpretar y aplicar ese conocimiento en el contexto de la argumentación jurídica, lo cual 
es pertinente para la práctica jurídica. 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
48 

Análisis de la pregunta de examen: 

1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta es: 
; el argumento por subjecta materia. 

 
Esta es la única opción que no corresponde a un argumento paralógico según la 
clasificación de Kalinowski citada en el enunciado. Los argumentos paralógicos se basan 
en técnicas retóricas, mientras que el argumento por subjecta materia es un argumento 
lógico basado en la interpretación sistemática de las normas jurídicas. 

 
Las opciones incorrectas son argumentos paralógicos: 
: el argumento de estricta razón legal - Es un argumento retórico que apela a la 
racionalidad de la ley. 
; el argumento de sentido general - Utiliza el sentido común como técnica retórica. 
; el argumento de autoridad - Apela a una autoridad reconocida como técnica persuasiva. 

2. Análisis del enunciado: 

 
2.1. El enunciado presenta de forma clara y coherente la clasificación de Kalinowski sobre los 

tipos de argumentos en la interpretación jurídica. Esto permite identificar los argumentos 
paralógicos y diferenciarlos de los lógicos. 

 
2.2. El texto está redactado sin errores gramaticales u ortográficos que pudieran generar 

ambigüedades. La pregunta solicita identificar cuál NO es un argumento paralógico, lo que 
se puede responder con la información proporcionada. 

 
3. Competencias evaluadas: 

3.1. Competencias genéricas: 
3.1.1. Ser: Evalúa la capacidad de análisis crítico al diferenciar tipos de argumentos 

jurídicos. 
3.1.2. Saber: Mide la comprensión de conceptos fundamentales de la argumentación 

jurídica. 
3.1.3. Hacer: Evalúa la habilidad para aplicar conocimientos teóricos a la identificación de 

argumentos. 
 
4. Análisis de opciones de respuesta: 

 
4.1. Solo hay una respuesta correcta, pues únicamente el argumento por subjecta materia no 

es paralógico. 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua. 
4.3. No existe otra opción que pueda considerarse correcta. 
4.4. Todas las opciones son válidas en relación al enunciado planteado. 

5. Tipología de pregunta: 
 
Es una pregunta de comprensión de lectura pues requiere entender la clasificación de 
Kalinowski expuesta en el texto para identificar los argumentos paralógicos. 

6. Fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria ATIENZA, Manuel. Las razones del derecho. 

 

La pregunta 48 Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria     

Otro ejemplo: Pero este con doble clave, la cual no me validaron y debió anularse y 

darse por válida para todos. 



 
 
 
 
 

23 

1. Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 

Opción correcta: "subrayar la necesidad de que cualquier avance tecnológico en la justicia 
garantice tanto la eficiencia como la integridad del proceso." 

 
Sustentación: 
Esta opción es correcta porque captura de manera integral el propósito principal del texto 
citado. El autor argumenta que la implementación de tecnología en la justicia, 
particularmente la decisión robótica, debe no solo mejorar la eficiencia (reduciendo los 



 
PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

 tiempos procesales), sino también mantener o mejorar la calidad y la integridad del proceso 
judicial. El texto enfatiza que la adopción de tecnología debe respetar el principio de tutela 
jurisdiccional efectiva y garantizar la seguridad jurídica, lo que implica un equilibrio entre 
eficiencia e integridad del proceso. 

Opción correcta: "enfatizar en la importancia de equilibrar la rapidez y la calidad en los 
procedimientos judiciales cuando están asistidos por tecnología." 
Sustentación: 
Esta opción también es correcta, pues el texto plantea explícitamente la tensión entre 
rapidez y calidad: "Si todo se acelera, nada se acelera" y que "en ocasiones la rapidez va 
en detrimento de la calidad", así el pasaje aborda específicamente el equilibrio necesario 
entre: La velocidad procesal ("reducir los términos procesales"); La calidad de las 
decisiones ("el mismo estándar de calidad"); La efectividad ("tutela jurisdiccional efectiva") 
Por lo tanto, podemos entender que el texto señala que la tecnología solo sería útil si logra 
mantener este equilibrio: "Una mayor rapidez podría ser útil solo si la prestación robótica 
pudiera garantizar el mismo estándar de calidad de la humana" 

 
Opciones incorrectas: 

 
a) "sostener que el uso de tecnología en la justicia con su asignación eficiente debe 

limitarse a la disponibilidad de recursos humanos y materiales." 
Esta opción es incorrecta porque, aunque el texto menciona los recursos humanos y 
materiales, no limita la discusión a estos aspectos. El enfoque principal está en cómo la 
tecnología puede mejorar el proceso judicial sin comprometer la calidad y la justicia, más 
allá de las limitaciones de recursos. 

 
b) "resaltar que la implementación de tecnología robótica debe ser considerada cuando se 

iguala a la calidad del juicio humano." 
Esta opción es incorrecta porque, si bien el texto compara la calidad de la prestación 
robótica con la humana, el propósito va más allá de esta simple comparación. Se centra en 
cómo la tecnología debe respetar y mejorar la administración de justicia en su conjunto. 

 
2. Relativos al enunciado: 

 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un extracto coherente de un texto sobre justicia predictiva. La 
pregunta se relaciona directamente con la identificación del propósito principal del texto 
citado. 

 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para comprender la discusión sobre 
la implementación de tecnología en la justicia. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos. 

3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 

3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de pensamiento crítico al requerir que el aspirante analice 
cómo la tecnología impacta en los principios fundamentales de la justicia. También aborda 
la apreciación de la importancia del equilibrio entre eficiencia y calidad en los procesos 
judiciales. 

 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de comprender y analizar textos académicos sobre la 
intersección entre tecnología y justicia. También evalúa la adquisición de conocimientos 
sobre los desafíos y oportunidades que presenta la tecnología en el ámbito judicial. 

 
3.1.3. Hacer: 



 
PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

 La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conceptos teóricos a situaciones prácticas, al 
requerir que el aspirante interprete cómo los avances tecnológicos deben implementarse en 
el sistema judicial respetando sus principios fundamentales. 

4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 

4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que refleja con precisión el propósito 
principal del texto sobre la implementación de tecnología en la justicia. 

4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que expresa claramente la idea de 
garantizar tanto la eficiencia como la integridad del proceso judicial con los avances 
tecnológicos. 

 
4.3. Existe doble clave identificada en la sustentación. 

 
4.4. Todas las opciones son relevantes en el contexto de la discusión sobre tecnología y 

justicia, pero solo una representa con precisión el propósito central del texto citado. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (control de lectura): 

Esta pregunta corresponde a un control de lectura porque requiere que el aspirante 
comprenda y analice cuidadosamente el texto proporcionado, identificando su propósito 
principal entre varias interpretaciones posibles. 

 
6. Relativas a la fuente: 

 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria BATELLI, Ettore. La decisión robótica: 
algoritmos, interpretación y justicia predictiva. En: Revista de Derecho Privado. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia [en línea]. 40, enero-junio 2021, pp. 48. 

 
Conclusión: 

Esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para evaluar a los aspirantes a jueces y 
magistrados en el programa GESTIÓN JUDICIAL Y TIC. considerando las siguientes 
razones: 

 
1. Relevancia temática: Aborda un tema crucial en la intersección entre tecnología y 

justicia, explorando cómo los avances tecnológicos deben implementarse respetando los 
principios fundamentales del sistema judicial. 

 
2. Complejidad cognitiva: Exige un análisis detallado y una comprensión profunda del texto, 

evaluando la capacidad de identificar el propósito principal entre varios aspectos 
relacionados. 

 
3. Evaluación de competencias múltiples: Mide las habilidades de Ser, Saber y Hacer, con 

énfasis en el pensamiento crítico, la comprensión de conceptos complejos sobre tecnología 
y justicia, y su aplicación en el contexto judicial. 

 
4. Claridad y precisión: Presenta un texto claro y opciones de respuesta bien definidas, 

evitando ambigüedades. 
 
5. Se basa en una fuente de obligatoria consulta. 

Esta pregunta cumple con los estándares de calidad previstos para la evaluación. 

 

La pregunta 23 de Gestión Judicial y TIC, Tecnología Otro ejemplo: Pero este con doble 

clave, la cual no me validaron y debieron anular por estar viciada. 

Pregunta por fuera de las lecturas obligatorias: la pregunta No. 14 del Módulo de Justicia 

Transicional y Justicia Restaurativa fue extraído del documento “introducción al concepto de 

justicia transicional y al modelo de transición colombiano” (Uprimmy, Sánchez y Loza, s.f. p. 21), 

y NO del señalado por la EJRLB: “La pregunta se basa en la lectura obligatoria UPRIMNY, 

Rodrigo, SÁNCHEZ, Nelson & LOZANO, Laura M. (s/f). Introducción al concepto de justicia 

transicional y al modelo de transición colombiano. Módulo de Formación autodirigido. Plan de 

Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial 

“Rodrigo Lara Bonilla”, (pp. 20) 

 



 

 

 

Tabla de objeciones del suscrito, presentadas en el recurso de 

reposición el cual adjunto en contra de la EJR24-298 no resueltas de 

fondo en la EJR24-729 pese a solicitar aclaración complementación, y 

adición. 

 

EVALUACIÓN Domingo 19 de mayo / 2024 

1- HABILIDADES HUMANA: ítems: 1,4,7,8,25,27,33,34,39 (5). 

2- INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA: Ítems: 

43,44,50,61,62,65,71,73,76,78,80 (5). 

3- JUSTICIA TRANSICIONAL Y JUSTICIA RESTAURATIVA: Ítems: 

2,11,14,15,22,36,40 (6.67). 

4- ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA: Ítems: 

45,47,48,50,57,62,63,64,69,76,78,83 (6.67),84. 

EVALUACIÓN Domingo 02 de junio / 2024 

5- ÉTICA, INDEPENDENCIA Y AUTONOMIA JUDICIAL: Ítems: 3 

6- DERECHOS HUMANOS Y GENERO: Ítems: 48,50,54,56,59,76,77. 

7- GESTIÓN JUDICIAL Y TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y 

COMUNICACIONES: Ítems: 4,6,7,12, 23 tenía doble clave ojo debió anularse (solicitadas 

en la aclaración) ,27, 42 (2.5). 

8- FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL: Ítems: 

43 (recalificaron 1.25),76, (no la repusieron) 83 (3.33 parcial). 

 
En referencia a las preguntas del examen del IX curso de formación judicial, por fuera del 
rango de las lecturas obligatorias además de modificar sin notificar el repositorio o 
syllabus ( material de estudio) a los discentes, actuaciones viles y canallas contrarias a 
lo que se supone una entidad seria que otrora prestigiosa escuela de jueces, estas 
conductas las cuales violan derechos fundamentales, como la confianza legítima, la 
buena fe, y principios del derecho administrativo como el de transparencia, legalidad, 
moralidad administrativa, este último que ordena que la administración ( en este caso la 
EJRLB) debe obrar dentro de una rigurosa ética, y que de ético y justo tiene señalar unas 
márgenes y páginas de lecturas obligatorias a evaluar y luego en el examen pregunta 
contenidos externos a ese material y jamás señalado dentro del rango de páginas. 
 
(…). 
 

5. Conclusiones y discusión (pág. 26 del dictamen de Lingua Franca 
que adjunto). 
 



“En primer lugar, las fallas formales en relación con el éxito comunicativo (que 
ascienden a 901) permiten inferir un descuido en el proceso de construcción de los 
ítems. Este descuido, en muchos de los casos, podría pasar desapercibido si se tratase 
de textos informales o incluso de elementos con intenciones puramente informativas. Sin 
embargo, se trata de un proceso de evaluación en el que cualquiera de estas fallas 
formales impone cargas cognitivas adicionales e innecesarias sobre los evaluados; 
en ocasiones, incluso, puede llegar a hacer incomprensible el contexto, el enunciado o 
las opciones de respuesta. 
 
En segundo lugar, los 275 casos en los que se presentaron fallas sobre el sistema de 
fuentes constituye un problema mayor si se tiene en cuenta que el examen usa como 
fundamento una serie de lecturas obligatorias. Como se vio, se usaron fuentes 
cuestionables por su calidad; e, incluso, fuentes que no hacían parte de las lecturas 
obligatorias. Por demás, se cometieron diversos errores de citación, algunos de los 
cuales podrían estar en el límite de la vulneración de los derechos de autor. De nuevo, 
este tipo de situaciones impone cargas cognitivas adicionales y termina generando 
un cambio de referentes, que afecta el cumplimiento de reglas mínimas en cualquier 
proceso de evaluación. De manera similar, las 234 fallas en relación con las opciones y 
claves de respuesta generan un alto nivel de indeterminación a la hora buscar la 
respuesta correcta a los ítems. 
 
En últimas, en muchos de los casos no había garantías ni de contenido, ni de fuente de 
información, ni de forma para establecer razonablemente las claves (respuestas correctas)”. 

 

FINALMENTE: Frente a las graves afectaciones al debido proceso, traigo a colación la 

Sentencia T-033/02, CONCURSO DE MERITOS-Cuando se impugna acto particular la 

administración no puede utilizar revocatoria directa, sin la autorización del ciudadano 

afectado, desoída esta premisa y muchísimas más de nuestro ordenamiento por la 

EJRLB, al recalificar la evaluación del curso de formación en la resolución EJR24-729 en 

vez de responder los recurso  de fondo los recursos, estos y más atropellos 

impronunciables y reiterados de la EJRLB, los discentes del IX de formación judicial nos 

sentimos solos, desamparados, en un curso de formación que no formó y donde la U.T y 

La EJRLB han suprimido de un plumazo el Estado Social y Constitucional de Derecho. 

 

La H. Corte Constitucional Sentencia T-233 de 1995 en la que concluyó: “la 

prohibición de reformar la condena en perjuicio de apelante único no solamente es 

aplicable en materia penal, ni tampoco está limitada a las sentencias judiciales, 

sino que, por el contrario, cobija otras ramas del derecho y se hace exigible en las 

actuaciones administrativas…”. (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

Desconoce también el principio de la confianza legítima y el respeto por el acto propio 

como manifestaciones del principio de la buena fe, pues así lo dijo la Corte 

Constitucional en Sentencia SU 067-2022: “De conformidad con las razones expuestas 

en este apartado, el principio de la buena fe se encuentra reconocido en el artículo 83 

superior, y tiene por objeto incorporar en el ordenamiento jurídico «el valor ético de la 

confianza”. Este postulado tiene, entre otras, dos manifestaciones concretas: el respeto 

por el acto propio y la confianza legítima. Ambas directrices imponen a las autoridades 

una obligación de congruencia en su proceder y otorgan a los administrados el 

derecho a reclamarla, incluso a través de los medios judiciales”. (Negrilla fuera de 

texto) 

Arrasando de paso la dignidad de los discentes y tratando de mancillar a nuestra querida 

rama Jurisdiccional, frente a la congestión de la justicia en general, sus costos y tiempos 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/T-033-02.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/T-233-95.htm#:~:text=T%2D233%2D95%20Corte%20Constitucional%20de%20Colombia&text=En%20el%20interior%20de%20la,sociedad%20y%20para%20el%20Estado.


prolongados en la duración de un litigio, desgaste emocional y carga mental, se torna el 

juez Constitucional medio idóneo y llamado a administrar justicia pronta y efectiva. 

 

“El mérito en la rama judicial se torna como un canto de sirena, que encanta al oírlo pero 

que en la realidad es espeluznante“ no puedo desconocer la existencia de concurso de 

ingresos, pues mi vinculación y crecimiento ha sido fruto de esta oportunidad por la 

carrera judicial no es la regla en la Rama Judicial cerca del 45 % de los cargos de jueces 

y magistrados están en Provisionalidad, a dedo, sin tener en cuenta la promoción de 

empleados, el doble discurso en la selección de vacantes no es transparente solo 

presenta apariencia de legalidad, más no realidad, lo cual no es meritocrático, no 

materializa el principio constitucional del mérito y por tanto democrática real participativa. 

 

Traigo a usted señor Juez la preocupación de muchos empleados y ciudadanos frente a 

las dilaciones, violaciones al debido proceso y falencias de la convocatoria 27, se habla 

en el medio Judicial con preocupación de la elección popular de jueces en México y 

¿Acaso en Colombia se están manejando el mérito y los concursos de ingreso a la 

rama judicial de forma transparente y seria? Pues no, la respuesta es una y mil 

veces no, no es eficiente, y menos trasparente, un concurso que lleva ocho 8 años y 2 

recalificaciones de exámenes, un curso de formación improvisado, que no formó, donde 

no existió retroalimentación, ni contacto con los formadores, es decir este IX no cumplió 

su esencia, que es formar jueces independientes y que dignifiquen la justicia, que en 

ultimas es su razón de ser, este adefesio de curso está plagado de errores en su diseño 

e implementación, inició con el examen de ingreso el cual sufrió una repetición de examen 

por anulación, al no cumplir con los estándares mínimos de confiabilidad e idoneidad la 

primera prueba de conocimientos efectuada por la Universidad Nacional, ese  de examen 

de ingreso en nuestro caso da la legitimación de nuestros jueces a través de 

providencias, argumentadas, razonadas, justificadas, para tener jueces independientes 

nada más idóneo y legitimante que concursos permanentes de ingreso a la carrera 

judicial, justos, eficientes y meritocráticos es una afectación al mérito concursos eternos 

y dilatados como la convocatoria 27 y los atropellos y violaciones al debido proceso y al 

acceso a los cargos públicos de la antes prestigiosa y ahora vergonzosa EJRLB”. Ser 

juez en carrera es el sueño de muchos empleados judiciales, abogados litigantes y 

estudiantes de derecho, permitan ustedes que se pueda soñar con que el esfuerzo y el 

estudio transforman vidas y que los sueños se cumplen. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 

El derecho al debido proceso goza de protección conforme al mandato constitucional del 
artículo 29 de nuestra constitución política: “El debido proceso se aplicará a toda clase 
de actuaciones judiciales y administrativas…” 
 
Mientras que la confianza legítima, es un corolario de la buena fe y consiste en que el 
Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones 
con los particulares. No se trata, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo 
de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en 
acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de 
comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o 
interpretaciones de las normas jurídicas.  
 
Ahora, es relevante tener en cuenta el carácter vinculante de los acuerdos o normas 



proferidas para el desarrollo de una convocatoria, al respecto la Corte Constitucional en 
la sentencia SU-067 de 2022 (la cual versa, precisamente, sobre esta Convocatoria 27), 
expuso: “«[L]a convocatoria es norma obligatoria que regula todo proceso de selección 
mediante concurso de méritos». La Corte ha declarado, de manera reiterada, que la 
convocatoria que da inicio a estas actuaciones administrativas constituye la norma 
jurídica primordial para su desarrollo. La relevancia de este acto administrativo ha llevado 
a este tribunal a definirlo como «la ley del concurso». Lo anterior se explica en la medida 
en que el cumplimiento de los fines que se persiguen a través del concurso público 
depende de que este sea surtido con riguroso apego a las normas que hayan sido 
dispuestas en la aludida convocatoria, las cuales deben ceñirse en todo a la Constitución 
y la ley.” 
 
SENTENCIA T-049 de 2023 (…) 66. Así, la sentencia T-180 de 2015 estudió el caso de 

una persona que se había presentado a una convocatoria pública para un empleo de 

carrera y estaba inconforme con la prueba, pues consideró que el examen se concentró 

en temáticas y aptitudes diferentes a las propias del cargo al que aspiró. Por esta razón, 

la accionante solicitó el acceso a las hojas de respuesta de su prueba para mostrar su 

falta de idoneidad, pero la entidad accionada denegó ese acceso porque el documento 

tenía reserva legal. Frente a esto, la Sala consideró que la citada reserva no operaba 

respecto del participante que presentó las pruebas y que pretende hacer una 

reclamación, pues solo mediante el acceso a la evaluación y sus respuestas se podía 

garantizar el derecho de contradicción y defensa. Esto pues, en efecto, la Ley 909 de 

2004, menciona que en el marco de los procesos de selección existe una instancia de 

reclamación5 y, por ende, negar el acceso a las pruebas aplicadas “impide que pueda 

corroborar sus calificaciones a fin de efectuar las reclamaciones judiciales y 

extrajudiciales que considere necesarias.” (negrillas y lineado por fuera del texto). 

 
 
 

ASUNTOS DE PROCEDIBILIDAD 
 

 
La procedibilidad de la acción de tutela en el contexto de concursos de méritos es un 
tema que ha sido abordado por la jurisprudencia, especialmente por la Corte 
Constitucional en SU067-22  y SU 068 de 2022 (expedida por hechos de este mismo 
concurso) y el Consejo de Estado) citadas en el pie de página). La tutela es viable cuando 
se presenta una flagrante violación de derechos fundamentales, como el derecho al 
trabajo, la igualdad, y el debido proceso, en el marco del concurso de méritos6 
 

1. Excepcionalidad de la Tutela: La acción de tutela es un mecanismo excepcional 
que puede proceder en el contexto de concursos de méritos cuando se busca 
proteger derechos fundamentales que han sido vulnerados y no existe otro medio 
judicial eficaz para hacerlo de manera rápida y urgente. Esto es particularmente 
relevante cuando no se ha configurado una lista definitiva que reconozca derechos 
subjetivos de los participantes7. 
 

2. Subsidiariedad e Inmediatez: La tutela como sabemos solo procede cuando no 
hay otro medio de defensa judicial disponible, a menos que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable Urgencia de evitar 

                                                             
5 Ley 909 de 2004, artículo 16, numeral 2, literal b; Artículo 31, numeral 3, inciso 3.  
6 CE-11001-03-15-000-2014-03142-01(AC)-2015 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., trece (13) de octubre de dos mil quince (2015) Actor: MARTHA 
YULIANA CUENCA SANCHEZ 
7 CE-11001-03-15-000-2014-03437-00(AC)-2015, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO (E) Bogotá, D.C., veintidós (22) de enero de dos mil quince 
(2015) Actor: JEFERSON ALEXANDER CRUZ HERRERA 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-049-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/sentencias/2022/SU067-22.rtf
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU068-22.htm


el acaecimiento de un perjuicio irremediable. Además, debe ser un instrumento 
de protección inmediata para garantizar la guarda efectiva de los derechos 
fundamentales8.  O cuando se requiere como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. La tutela es procedente cuando los medios judiciales 
ordinarios no garantizan la inmediatez y eficacia necesarias para proteger los 
derechos fundamentales involucrados, debido a la complejidad y duración de los 
procesos contenciosos administrativos9 La tutela puede proceder cuando, por las 
circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no 
producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los 
derechos fundamentales del solicitante10.  

 
Tenga en cuenta señor(a) juez que de no ingresar prontamente, así sea de manera 
transitario al Subfase especializada del IX Curso de Formación Judicial,  perderé 
la oportunidad acceder al servicio público en las cargos ofertados porque un 
proceso ordinaria demoraría más de una año y esta subfase terminaría en agosto 
del año entrante, porque que aunque la justicia ordinaria conceda las pretensiones 
es un sobrecosto para el estado volver a abrir un curso de formación máxime 
cuando este ha generado un costo de 14.mil millones de pesos11 y en él hay 
capacidad contrata para 3459 beneficiarios y en la actualidad en la subfase 
especializada son beneficiarios de del IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, 
se puede concluir que mi inclusión transitoria en el IX curso no afecta fiscalmente 
a la entidad12. 
 
LA SU 067 de 2022 expedida por hechos generados por este mismo concurso advierte 
que es procedente acción de tutela cuando existe un planteamiento de un problema 
constitucional que desborde el marco de competencias del juez administrativo. 
Advierto señor juez que el conflicto constitucional que acá se discute es sobre el 
cumplimiento de una cláusula constitucional contenida en el Art. 125 superior que obliga 
a que los cargos de jueces y magistrados de tribunales deben ser seleccionados por 
sistema de méritos. No es competente el juez administrativo para hacer cumplir esta 
cláusula y menos en ante los hechos que acá expongo y desde la individualidad, pues la 
pretensión que me ampararía mis derechos tendría como finalidad demandar la legalidad 
de 2 actos administrativos que me calificaron el examen de la subfase general con la 
finalidad de aprobar esta subfase o demandar toda la actuación administrativa llamada IX 
curso de Formación Judicial con los costos fiscales que ello implique.  
 
Cabe resaltar señor(a) juez que los actuales aprobados de la convocatoria 27 no 
alcanzaran para proveer la totalidad de las actuales vacantes.  
 
En su momento la SU 067 de 2022 considero procedente la acción de tutela y expresó: 
 

Planteamiento de un problema constitucional que desborde el marco de 
competencias del juez administrativo. Finalmente, la tercera salvedad reconocida por 
la jurisprudencia constitucional se basa en la especial índole que presentan ciertos 
problemas jurídicos. De conformidad con el criterio expresado en las sentencias T-
160 de 2018 y T-438 de 2018, algunas demandas plantean controversias que 

                                                             
8 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B Consejero 
ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., quince (15) de marzo de dos mil doce (2012) Radicación número: 05001-
23-31-000-2011-01917-01(AC) Actor: RUBEN DARIO MAYA BEDOYA 
9 CE-05001-23-33-000-2017-00471-01(AC)-2017 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, D.C., dieciséis (16) de mayo 
de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 05001-23-33-000-2017-00471-01(AC) Actor: LEIDY MILENA VILLADA FERNÁNDEZ 
10 CE-25000-23-41-000-2014-00904-01(AC)-2014, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES 
BARREIRO Bogotá, D.C., tres (3) de septiembre de dos mil catorce (2014). Radicación número: 25000-
23-41-000-2014-00904-01(AC) Actor: LUIS ALBERTO SANDOVAL NAVAS Demandado: CONTRALORIA 
GENERAL DE LA REPUBLICA 
11 
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fc
ommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NT
C.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse  
12 Argumento que desarrollé y probé en la solicitud de la medida cautelar. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU067-22.htm
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


desbordan el ámbito de acción del juez de lo contencioso administrativo. En tales 
casos, «las pretensiones del accionante no se dirigen a determinar la legalidad de los 
actos administrativos expedidos en desarrollo de la convocatoria, pretensión para la 
cual puede acudir a los medios de control de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, sino que pretende demostrar que la aplicación de estas normas, en su 
caso concreto, lesiona sus derechos fundamentales»13.  

 
3. Protección de Derechos Fundamentales: En el marco de un concurso de méritos, está en 

juego el derecho de acceso al trabajo. Por lo tanto, el concurso debe ser visto con rigor 
constitucional, y las controversias sobre la protección de derechos fundamentales deben 
ser resueltas de manera pronta y eficaz, lo cual generalmente se logra a través de la 
tutela14. 

 
4. Regla General de Improcedencia y Excepciones: Aunque la regla general es la 

improcedencia de la tutela para controvertir actos administrativos que reglamentan 
concursos de méritos, existen excepciones cuando se trata de proteger derechos 
fundamentales en situaciones concretas que afectan los presupuestos del Estado social 
de derecho15. 

 

5. La Corte manifestó lo siguiente en la Sentencia T-049 de 2019: «[L]a Corte Constitucional 
recalcó en la sentencia T-315 de 1998, reiterada en los fallos T-1198 de 2001, T-599 de 
2002, T-602 de 2011 y T-682 de 2016, que la acción de amparo, en principio, no procede 
para controvertir los actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de 
concurso de méritos, salvo en los siguientes casos:- Cuando la persona afectada no tenga 
mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus derechos 
porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o 
porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional.- Cuando, por las 
circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no producirse 
la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los derechos 
fundamentales de la persona que interpone la acción». 

 

6. La Corte Constitucional en la Sentencia T-730 de 2002, la Corte manifestó lo siguiente: 
«[C]uando la confianza legítima en que un procedimiento administrativo será adelantado 
y culminado de conformidad con las reglas que lo rigen es vulnerada, se presenta una 
violación del debido proceso en la medida en que este derecho comprende la garantía de 
que las decisiones adoptadas por la Administración lo serán de tal manera que se 
respeten las reglas de juego establecidas en el marco legal así como las expectativas que 
la propia [A]dministración en virtud de sus actos generó en un particular que obra de buena 
fe. En efecto, la Constitución misma dispuso que una de las reglas principales que rigen 
las relaciones entre los particulares y las autoridades es la de que ambos, en sus 
actuaciones, ‘deberán ceñirse a los postulados de la buena fe’». 

 

En resumen, la acción de tutela puede ser procedente en concursos de méritos cuando se busca 

proteger derechos fundamentales y no existe otro medio judicial eficaz. Sin embargo, su uso debe 

ser excepcional y justificado por la urgencia y la necesidad de evitar un perjuicio irremediable. 

                                                             
13 En ambos casos, la Corte revisó dos acciones de tutela de personas que habían sido excluidas de 
sendos concursos de méritos como consecuencia de razones que comprometían sus derechos 
fundamentales: en un caso, la exclusión se basó en el hecho de que el concursante tenía un tatuaje en 
su cuerpo; mientras que en el otro la determinación se basó en la estatura del aspirante. En opinión de la 
Corte, tales controversias excedían el ámbito de competencia de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, pues planteaban un estricto problema de constitucionalidad, y no de legalidad. Por tal 
motivo, estimó procedente la solicitud de amparo. 
14 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B Consejero 
ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., cinco (5) de abril de dos mil trece (2013). Radicación número: 41001-23-
31-000-2012-00200-02(AC) Actor: JESÚS EDUARDO RINCÓN SILVA 
15 CE-11001-03-15-000-2019-00477-00(AC)-2019 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, D. C., veintinueve (29) de abril 
de dos mil diecinueve (2019) Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00477-00(AC) Actor: AUSBERTO RODRÍGUEZ MORA 
Demandado: PRESIDENTE DEL CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE BOGOTÁ Y DIRECTORA DE LA UNIDAD DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA CARRERA JUDICIAL DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
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PRETENSIONES 

 

1. Que se ampare mi derecho fundamental de petición, al debido proceso, igualdad 

y contradicción, acceso a cargos públicos que vienen siendo vulnerado por la 

Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, y se disponga: 

 

2. La Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla (EJRLB), resuelva de forma pertinente, 

congruente, completa, clara y de fondo, el recurso de reposición que fuera 

formulado contra la RESOLUCION No. EJR24-298 (21 de junio de 2024) “Por 

medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial’’, en especial, los reparos que fueran puestos de 

presente mediante mi recurso de reposición el cual se adjunta, adicionalmente EN 

ESTA PAGINA SE ENUNCIAN EL LISTADO DE LAS PREGUNTAS OBJETADAS 

sobre la cuales pido respuesta de fondo, y pertinente a mis objeciones, no copia y 

pega, elaborado por una herramienta de inteligencia artificial, sesgada, sin 

transparencia ni garantías, la EJRLB al contestar deslealmente los recursos con  

IA ha violado el núcleo duro del debido proceso, y sin cumplimento 

del ABC de la Sentencia T-323 de 2024 que regula Jurisprudencialmente el uso 

de esta herramienta. 

 

3. La Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, se pronuncie con pertinencia y 

conducencia, de una respuesta de calidad, de fondo, elaborada con inteligencia 

humana viviente, de forma congruente a lo solicitado en el recurso de reposición, 

y en solicitud de adición, respuesta esta, que cumpla con los estándares 

constitucionales,  se justifique y motive de forma completa, razonada, clara y de 

fondo, el recurso de adición, aclaración, corrección y complementación contra la 

reposición que fuera formulado contra la RESOLUCION No. EJR24-729, advierto 

señor juez la EJRLB da una respuestas, incongruentes, inanes, que no dicen nada 

en fin evasivas. 

 

4. Petición para materializar el cese de afectación a mis derechos fundamentales: 

señor juez TUTELAR mis derechos fundamentales al debido proceso, la confianza 

legítima, la buena fe y el acceso a cargos públicos, vulnerados por la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” y, en consecuencia, ORDENAR a la accionada que 

en un término improrrogable de 48 horas: 

 

4.1 . EXPIDA La EJRLB un acto administrativo en el que: i) reconozca como acertadas 

las respuestas que di a las preguntas referidas en los argumentos de la presente 

acción como preguntas por fuera de las lecturas obligatoria y preguntas con doble 

clave de respuesta, preguntas de taller que no fueron tal, que suman estas más 

de 480 puntos dentro de la evaluación, las cuales usted puede observar en el 

dictamen que acompaño y las demás pruebas como respuestas a derechos de 

petición de la EJRLB ordenados por anteriores fallos de tutelas las cuales adjunto. 

ii) Se imponga a la EJRLB la obligatoriedad de sustentar de forma seria todas las 

objeciones, pues como ya se vio, sea del caso ejemplificar mas no limitar a esta, 

sino a todas las objeciones presentadas por el suscrito en el recurso de reposición 

contra la resolución EJR24-298, y en el dictamen adjunto ( dicha respuesta 

equivale en calidad a las exigencias constitucionales y jurisprudenciales 

ordenadas para el Derecho de Petición)  las cuales se deben contestar de fondo, 

sin evasivas, razonadamente y desvirtuando las objeciones como las múltiples 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm


preguntar por fuera de las lecturas obligatorias, y respuestas invalidas por doble 

clave,  las cuales la misma EJRLB ha aceptado en respuestas a derechos de 

petición y ordenes de jueces constitucionales, los cuales se adjuntan. iii) 

DISPONGA en virtud del derecho fundamental de igualdad, usted su señoría 

ordenar tener como puntuadas estas preguntas, sumándolas a mi puntaje actual 

798, garantizando de esta manera mis derechos fundamentales incluyéndome de 

forma definitiva en la subfase especializada del IX curso de formación judicial. 

 

 

5. Debo argumentar desde ya que la corrección solicitada en lo que respecta a las 

siguientes preguntas y todas aquellas que conforme al dictamen y las pruebas 

usted considere:  pregunta No. 71 Interpretación judicial y estructura de la 

sentencia y demás preguntas enlistadas dentro de mi recurso de reposición, no 

conlleva una nueva evaluación probatoria, ni aplicación de nuevos fundamentos 

jurídicos, o la inobservancia de lo decidido, pregunta No. 14 del Módulo de Justicia 

Transicional y Justicia Restaurativa esta por fuera de las lecturas obligatorias, de 

igual manera la pregunta 23 de Gestión Judicial y TIC, Otro ejemplo: Pero este 

con doble clave, la cual no me validaron y debieron anular por estar viciada, de 

igual forma la pregunta 48 Programa: Argumentación judicial y valoración 

probatoria, esta con doble clave, la cual no me validaron y debió anularse y 

agregarse los puntos a todos los participantes por los defectos que invalidad las 

preguntas con doble cable como lo demuestra el dictamen adjunto, pues es más 

frente a las  preguntas a continuación   referidas (preguntas P35 (35 Ética, 

Independencia y Autonomía Judicial), P50 (50 Interpretación Judicial y Estructura 

de la Sentencia), P143 (59 Argumentación judicial y Valoración probatoria), P295 

(43 Filosofía del Derecho e Interpretación Constitucional), P275 (23 Gestión 

Judicial y TIC) se aplicó al consolidado final, conforme a lo explicado en la 

Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024). entidad no hizo ninguna 

manifestación expresa o motivación de las razones que conllevó a puntuarla 

positivamente a unos si y a otros discentes no.  

 

6. Petición subsidiaria especial:  en caso de no ordenar usted la respuesta de fondo, 

lógica y natural consecuencia de corrección de este seudocurso de formación, que 

no es otra que la consiguiente sumatoria de puntaje producto de la exclusión de 

preguntas invalidas y por fuera de las lecturas obligatorias, a mi puntaje actual de 

798, más el puntaje adicional de las preguntas con doble clave de respuesta, 

considerare usted su señoría la inclusión definitiva. DISPONGA señor juez 

subsidiariamente, incluirme en la fase especializada del IX curso que va hasta julio 

30 de 2025, sujeto a modificación y aplazamiento del Cronograma las cuales han 

sido constantes y recurrentes, conforme a las reglas de la experiencia es muy 

inferior al de duración razonada del proceso contencioso que instauraría si no se 

accede a mi pretensión principal, por lo tanto solicito se mantenga mi protección 

de inclusión transitoria a la fase especializada de IX curso de formación, hasta que 

el Juez Administrativo estudie la medida cautelar de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho que promoveré dentro de los cuatro meses siguiente, 

por tanto, solicito la misma se mantenga la medida hasta que el Juez Natural de 

conocimiento una vez presentada mi demanda en forma oportuna, hasta tanto 

dentro del proceso contencioso, se pronuncie sobre la misma, si mantiene o 

revoca la medida ( lo anterior se hace necesario debido a que es muy probable 

que se demore cualquier juzgado con la congestión judicial más de 10 meses en 

admitir la demanda y estudiar la medida). 

 



COMPETENCIA 

 

Al tenor del numeral 3º del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado 

por el Decreto 333 de 2021, “las acciones de tutela que se interpongan contra 

cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, 

para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría.” 

 

ANEXOS 
 

1. Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018, Documentos maestros curso de 

formación. 

2. Los relacionados mediante link durante el texto.  

3. Resolución No. EJR24-729 de 2024.  

4. Respuesta masiva del 15 de julio de 2024, dada por la Unión Temporal “UT Formación 

Judicial 2019” ante peticiones hechas a la accionada.  

5. Recurso de reposición presentado en sede administrativa, radicado el 26 de julio de 2024, 

recibido bajo el ID 22635.  

6. Solicitud de Aclaración, corrección y complementación en contra de la EJR24-729. 

7. Fallos y demás documentos como respuestas a derechos de Petición que prueban que 

demuestran preguntas por fuera de las lecturas obligatoria, 

8. Dictamen sobre preguntas de taller correspondientes a 480 puntos y sus anexos. 
 

9. Dictamen completo.  

JURAMENTO 

 

Al tenor del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto bajo la gravedad de 

juramento, que no he formulado solicitud de amparo constitucional por las mismas y 

pretensiones, aquí señalados.  

 

NOTIFICACIONES 

Recibiré notificaciones en el correo electrónico ggarciabrunal@gmail.com / 

garcia_brunal@yahoo.com y el teléfono 3015792494.  
 
La accionada: convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co; escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

“Los poderosos tienen sus relaciones y su poder para protegerse, los ciudadanos 

de a pie frente a la injusticia y al absolutismo de la EJRLB, solo contamos con 

nuestra fe y la esperanza de un juez Constitucional, garantista y justo, producto de 

la formación jurídica estructurada, seria, humanista y de talante democrático, que 

sea dique del abuso de poder y limite la afectación a derechos fundamentales como 

al debido proceso por parte de la EJRLB, garantizando usted su Señoría el Estado 

Constitucional y Democrático de Derecho”. 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/unidad-de-administracion-de-carrera-judicial/acuerdo-de-convocatoria5
mailto:ggarciabrunal@gmail.com
mailto:garcia_brunal@yahoo.com
mailto:convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co


P.D: Adjunto pruebas para confirmar mi dicho y verificar su señoría la grave afectación al 

derecho humano y fundamental debido proceso administrativo. 

“Al final siempre triunfará la Justicia” 

 

 

Atentamente, 

 

Gabriel Alfonso García Brunal 

CC 10767752 


